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RESUMEN

La violencia de género en Colombia persiste como una realidad estructural, enraizada en patrones culturales que reproducen discriminación, desigualdad y silencios institucionales. Este libro examina la eficacia instrumental del marco jurídico vigente frente a dicha problemática, contrastando su diseño normativo con su aplicación práctica. Mediante un enfoque mixto —análisis documental y testimonios del ejercicio fiscal— se evidencian profundas brechas entre el deber ser de la ley y la experiencia vivida por las víctimas. A pesar de la existencia de normas avanzadas, factores como la escasez de recursos, la persistencia de estereotipos y la naturalización de la violencia limitan seriamente su impacto. Las cifras, obtenidas de fuentes oficiales e independientes, reflejan un incremento sostenido de feminicidios y una alta prevalencia de violencia intrafamiliar contra mujeres. Se concluye que, para cerrar la distancia entre norma y realidad, se requieren reformas estructurales, un compromiso institucional más decidido y un enfoque garantista centrado en la dignidad humana y la equidad de género.

Palabras clave: violencia de género, derecho penal, eficacia normativa, derechos humanos, feminicidio, interseccionalidad, inteligencia artificial.

ABSTRACT

Gender-based violence in Colombia remains a structural reality, rooted in cultural patterns that perpetuate discrimination, inequality, and institutional silence. This book examines the instrumental effectiveness of the current legal framework in addressing this issue, contrasting the normative design with its practical implementation. Through a mixed-method approach —documentary analysis and field testimonies from prosecutorial work— significant gaps are revealed between the law's intended protections and the lived experiences of victims. Despite the presence of progressive legislation, factors such as limited resources, persistent gender stereotypes, and the normalization of violence severely undermine its impact. Data from official and independent sources indicate a sustained rise in femicides and a high incidence of domestic violence predominantly affecting women. The study concludes that bridging the gap between legal norms and reality requires structural reforms, a firmer institutional commitment, and a rights-based approach grounded in human dignity and gender equity.

Keywords: gender-based violence, criminal law, normative effectiveness, human rights, femicide, intersectionality, Artificial Intelligence.
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Este libro nació entre dos márgenes: el de la ley y el de la realidad. Como fiscal y como jurista, he transitado durante años las sendas —a veces paralelas, a veces en tensión— entre el derecho escrito y la justicia posible. En ese trayecto, he sido testigo de las múltiples formas que adopta la violencia de género en Colombia, así como de las respuestas —insuficientes, parciales, necesarias— que el sistema jurídico ofrece.

El texto que hoy presento es resultado de mi tesis de Maestría en Derecho Penal por la Universidad de San Martín de Porres (Perú), pero también de mi recorrido vital como servidor público, investigador y ciudadano comprometido con la equidad.

Aquí se cruzan datos y sentencias, regiones y cifras, voces de mujeres y normas legales. La obra propone un enfoque penal comparado y territorializado que, sin perder el rigor académico, busca aportar insumos reales para una transformación jurídica con rostro humano.

Agradezco profundamente a quienes han hecho posible este trabajo: a mis maestros, por su lucidez; a mi familia, por su constancia; y a cada mujer cuyo testimonio, lucha o silencio ha dejado una huella ética en estas páginas.

​



	[image: ]

	 
	[image: ]





[image: ]


INTRODUCCIÓN

[image: ]




La violencia de género representa un desafío histórico y persistente para los sistemas jurídicos contemporáneos, revelando las tensiones entre la norma y la realidad vivida por miles de mujeres en Colombia y Latinoamérica.​[1] Pese a la promulgación de marcos normativos avanzados y el desarrollo de instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, la respuesta estatal ha sido insuficiente para erradicar prácticas discriminatorias y proteger de manera eficaz la dignidad y la vida de las mujeres.​[2]

Esta obra se concibe como una apuesta por una mirada crítica e innovadora del derecho penal frente a la violencia de género. El análisis parte de la constatación —respaldada por la literatura académica, informes institucionales y la experiencia jurisdiccional— de una brecha insalvable entre la protección formal consagrada en la ley y la respuesta efectiva de los operadores judiciales.​[3] No es suficiente la promulgación de leyes: se requiere una transformación de las prácticas, estructuras y mentalidades que perpetúan la impunidad y el silenciamiento de las víctimas.​[4]

En este libro, el lector encontrará un recorrido riguroso por los fundamentos teóricos, históricos y normativos del problema, una revisión de la legislación comparada, el estudio de experiencias y barreras específicas en regiones como el Chocó, así como el análisis de los desafíos éticos y jurídicos que plantea la incorporación de tecnologías emergentes —especialmente la inteligencia artificial— en la administración de justicia.​[5] El enfoque humanista y garantista se refleja en cada capítulo: la centralidad de la víctima, la perspectiva interseccional, el respeto por el debido proceso y el escrutinio crítico de los nuevos dispositivos de poder tecnológico.​[6]

La estructura del libro se compone de capítulos que avanzan desde el planteamiento del problema, el marco teórico y la metodología, hasta estudios de caso y propuestas de reforma. Cada sección está fundamentada en fuentes doctrinales, jurisprudenciales y empíricas actuales, y busca no solo diagnosticar, sino también abrir caminos para una justicia penal más eficaz, innovadora y respetuosa de la dignidad humana.​[7]

El propósito último de esta obra es doble: contribuir al debate académico y judicial sobre la eficacia instrumental del derecho en la protección de las mujeres, y ofrecer herramientas para la reflexión y la acción de legisladores, operadores jurídicos, investigadores y sociedad civil comprometida con la erradicación de la violencia de género.

​
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1.1 Delimitación y diagnóstico de la Violencia de Género en Colombia

La violencia de género en Colombia no constituye un fenómeno reciente ni periférico; por el contrario, se manifiesta como un problema estructural y transversal que impregna todos los sectores de la sociedad, la cultura y el sistema jurídico.​[8] A pesar de los esfuerzos legislativos emprendidos desde la Ley 1257 de 2008 y las reformas sucesivas, la persistencia de altos índices de feminicidio, violencia intrafamiliar y agresiones sexuales sugiere que el derecho penal, por sí solo, resulta insuficiente como mecanismo de protección real para las víctimas.​[9]

Las estadísticas del Observatorio de Feminicidios y de la Fiscalía General de la Nación demuestran que, solo en 2024, se han registrado más de 62.000 casos de violencia intrafamiliar y 782 feminicidios consumados, cifras que reflejan tanto la magnitud del problema como el subregistro endémico que afecta la documentación de estos delitos.​[10] La Corte Constitucional ha advertido, en fallos reiterados, que la existencia de una normativa robusta no garantiza, en la práctica, la superación de los obstáculos institucionales y socioculturales que perpetúan la impunidad y la revictimización.​[11]

El problema central que articula este libro es la persistencia de una brecha entre la norma y la realidad: ¿por qué, a pesar de contar con leyes avanzadas y sentencias paradigmáticas, el derecho penal colombiano sigue siendo ineficaz para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género, especialmente en contextos de alta vulnerabilidad social y étnica como el Chocó?.​[12] Esta interrogante se descompone en varios subproblemas:


	
La permanencia de factores culturales y estructurales —como el machismo, la desigualdad económica, el racismo y el aislamiento territorial— que limitan el acceso de las mujeres a la justicia y condicionan la actuación de los operadores jurídicos.​[13]


	
La insuficiencia de recursos materiales y humanos, así como la carencia de formación con enfoque de género y de rutas integrales de atención y protección.​[14]


	
La falta de articulación interinstitucional, la ausencia de seguimiento y evaluación de las políticas públicas y la fragmentación de los sistemas de información judicial.​[15]


	
El surgimiento de nuevas modalidades de violencia, incluidas las mediadas por tecnologías digitales, que desafían la capacidad del derecho para adaptarse a realidades cambiantes.​[16]


	
Los riesgos éticos y jurídicos asociados al uso de inteligencia artificial y algoritmos predictivos en la administración de justicia penal, con particular énfasis en los potenciales sesgos y su impacto en los derechos fundamentales de las víctimas y de los procesados.​[17]




1.2 Objetivo general

Analizar de manera crítica la eficacia instrumental del derecho penal colombiano en el abordaje de la violencia de género, identificando los factores que obstaculizan su aplicación y proponiendo alternativas de reforma basadas en el garantismo, la innovación tecnológica y el enfoque interseccional.​[18]

1.3 Objetivos específicos


	Identificar los principales factores doctrinales, normativos y culturales que explican la persistencia de la violencia de género pese a los avances legislativos.​[19]


	Analizar la incidencia del contexto socioeconómico, étnico y territorial —con especial referencia al Chocó— en la eficacia del sistema de justicia penal.​[20]


	Examinar las barreras institucionales y operativas que limitan la protección integral de las víctimas y la investigación penal efectiva.​[21]


	Evaluar el impacto de las tecnologías emergentes, especialmente la inteligencia artificial, en la respuesta judicial a la violencia de género, destacando los riesgos y oportunidades que conlleva.​[22]


	Formular propuestas de reforma e innovación que contribuyan a una justicia penal más eficaz, respetuosa de la dignidad humana y sensible a las realidades socioculturales de las mujeres víctimas.​[23]




El alcance de esta investigación trasciende el análisis normativo, proponiendo una visión interdisciplinar y empírica que integra elementos del derecho penal, la criminología, la sociología jurídica y la ciencia de datos, en consonancia con los desafíos de la justicia contemporánea.

​
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2.1 Antecedentes y estado del arte

El abordaje de la violencia de género desde el derecho penal se ha consolidado en las últimas décadas como un campo de investigación y debate académico de primera magnitud, en especial por la confluencia de perspectivas jurídicas, filosóficas, sociológicas y de política criminal.​[24] Los antecedentes históricos evidencian que, hasta finales del siglo XX, el tratamiento institucional de la violencia contra las mujeres estuvo marcado por el silencio, la naturalización de la desigualdad y la ausencia de una política criminal diferenciada.​[25] 

La progresiva visibilización del fenómeno, impulsada por los movimientos feministas y los desarrollos en derechos humanos, condujo a la adopción de instrumentos internacionales fundamentales, tales como la CEDAW (1979), la Convención de Belém do Pará (1994) y, más recientemente, el Convenio de Estambul (2011).​[26]

En el contexto colombiano, la evolución doctrinal y normativa se evidencia en la promulgación de la Ley 1257 de 2008 y en los desarrollos jurisprudenciales que han reconocido la especificidad de la violencia de género y su impacto estructural sobre el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales de las mujeres.​[27] La literatura científica ha documentado, sin embargo, la persistencia de obstáculos estructurales —impunidad, revictimización, subregistro y falta de protección integral— que afectan la eficacia real de los marcos normativos.​[28] El estado del arte muestra la necesidad de un enfoque interdisciplinar que integre los aportes del garantismo penal, la criminología crítica, la perspectiva de género y la teoría de los derechos humanos.​[29]

2.2 Conceptualización de la Violencia de Género

La violencia de género se conceptualiza, en términos amplios, como todo acto de violencia física, sexual, psicológica, económica o simbólica ejercida contra una persona sobre la base de su sexo o género, con el objetivo de perpetuar relaciones de dominación, discriminación y control.​[30] Esta definición, recogida en los instrumentos internacionales y adaptada en la legislación colombiana, implica reconocer la dimensión estructural y sistémica del fenómeno, superando enfoques individualistas o meramente conductuales.​[31] 

Según la Ley 1257 de 2008, la violencia de género incluye cualquier acción u omisión que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.​[32] El enfoque de género exige analizar no solo el acto violento aislado, sino las relaciones de poder, los imaginarios culturales y los contextos de desigualdad en que se inscribe.​[33] La Corte Constitucional de Colombia ha reiterado en sus fallos que la violencia de género constituye una forma de discriminación que menoscaba el derecho a la dignidad, la integridad y la igualdad real y efectiva de las mujeres.​[34]

En la doctrina contemporánea, se ha señalado que la violencia de género debe entenderse también como un fenómeno político y social, vinculado a la reproducción del patriarcado y de estructuras culturales que legitiman la subordinación femenina.​[35] Por ello, la lucha contra la violencia de género requiere un enfoque interseccional y transformador, capaz de articular el derecho penal con la educación, la prevención y la reparación integral de las víctimas.​[36]

2.3 Perspectivas históricas y filosóficas: una aproximación conceptual

La perspectiva histórica revela que la subordinación de la mujer y la tolerancia social frente a la violencia de género son realidades que se remontan a los orígenes mismos de la civilización occidental.​[37] La legislación romana y el derecho canónico legitimaron, durante siglos, el control patriarcal sobre la vida y la libertad de las mujeres, normalizando la violencia en la familia y el espacio doméstico.​[38] Solo a partir del siglo XIX, con la irrupción del feminismo y las luchas por los derechos civiles y políticos, se inició un lento proceso de cuestionamiento de estas estructuras.​[39]

Desde la filosofía del derecho, autores como Catharine MacKinnon y Martha Nussbaum han aportado marcos conceptuales que desnudan la relación entre poder, sexualidad y derecho, mostrando cómo las normas y prácticas jurídicas pueden reproducir —o, por el contrario, combatir— la desigualdad de género.​[40] El garantismo penal, por su parte, exige que el Estado asuma una posición activa en la protección de los derechos fundamentales de las mujeres, sin sacrificar las garantías del debido proceso ni el principio de mínima intervención.​[41]

La violencia de género, en consecuencia, no debe interpretarse como una desviación individual, sino como la manifestación extrema de relaciones históricas de poder, desigualdad y discriminación naturalizadas en la cultura y en el propio sistema jurídico.​[42] 

2.4 Teorías sobre la Violencia de Género 

2.4.1 Teorías explicativas de la violencia de género

Diversas teorías explicativas han sido propuestas para comprender las causas y dinámicas del fenómeno de la violencia de género. Entre las más influyentes se encuentran:

Teoría del patriarcado: Sostiene que la raíz de la violencia se encuentra en la estructura jerárquica de la sociedad, que privilegia al varón y subordina a la mujer, legitimando así diversas formas de dominación.​[43]

Teoría de la socialización diferencial: Analiza cómo los roles y estereotipos de género son inculcados desde la infancia, generando expectativas asimétricas sobre el comportamiento masculino y femenino.​[44]

Teoría de la interseccionalidad: Propuesta por Kimberlé Crenshaw, destaca cómo la experiencia de la violencia se ve agravada por la convergencia de factores étnicos, raciales, económicos y territoriales, haciendo que algunas mujeres (afrodescendientes, indígenas, rurales) enfrenten una vulnerabilidad acumulada.​[45]

Teoría de la cultura de la violencia: Postula que la naturalización de la violencia en el discurso social, los medios y las instituciones contribuye a su reproducción y justificación.​[46]

Cada una de estas perspectivas aporta elementos para comprender la complejidad del fenómeno y orientar políticas públicas integrales de prevención, sanción y reparación.

2.4.2 Feminicidio: Concepto, evolución y relevancia jurídica

El feminicidio —entendido como la muerte violenta de mujeres por razones de género— representa la expresión más brutal de las relaciones desiguales de poder y constituye, en sí mismo, un objeto de análisis teórico y político-criminal específico.​[47] 

La doctrina latinoamericana, impulsada por autoras como Marcela Lagarde y Julia Monárrez, ha visibilizado el feminicidio como un fenómeno estructural, vinculado a la misoginia social, la impunidad estatal y la insuficiencia de las respuestas penales tradicionales.​[48]

Colombia incorporó la figura del feminicidio como delito autónomo mediante la Ley 1761 de 2015 (“Ley Rosa Elvira Cely”), alineándose con los más altos estándares internacionales de protección y reconocimiento del derecho a la vida y la dignidad de las mujeres.​[49] 

Esta ley, inspirada en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“Campo Algodonero”) y en los desarrollos del derecho comparado, reconoce la necesidad de superar la tipificación genérica del homicidio para identificar y sancionar de manera diferenciada los asesinatos motivados por odio, discriminación o relaciones de poder basadas en el género.​[50]

El feminicidio, en la perspectiva crítica, no sólo exige respuestas penales ejemplarizantes, sino también políticas públicas integrales de prevención, reparación y erradicación de la impunidad. La interpretación jurisprudencial ha subrayado que los contextos culturales, las prácticas discriminatorias y los estereotipos de género contribuyen a la normalización de la violencia letal contra las mujeres.​[51] 

Así, el abordaje del feminicidio exige un enfoque interseccional y transformador, articulando los esfuerzos de la justicia penal con los de la educación, la salud y el desarrollo social.​[52]

Diversos informes oficiales y académicos coinciden en que el reconocimiento legal del feminicidio ha permitido visibilizar el fenómeno y mejorar la recolección de datos estadísticos, pero las tasas de impunidad y la persistencia de patrones culturales de violencia revelan la necesidad de un compromiso institucional más firme y sostenido.​[53] 

La doctrina penal, a su vez, debate sobre los alcances y límites de la autonomía del tipo penal de feminicidio, la carga probatoria y las garantías del debido proceso, lo que constituye un desafío para el garantismo contemporáneo.​[54]

En síntesis, el feminicidio constituye el núcleo del debate teórico y práctico sobre la violencia de género, y su tratamiento en este capítulo permite comprender la radicalidad del fenómeno y la urgencia de respuestas jurídicas eficaces y respetuosas de la dignidad humana.

2.5 Marco normativo y Enfoque de Género en el Derecho

El derecho internacional y el derecho interno colombiano han avanzado notablemente en la consagración de normas específicas para la prevención, sanción y erradicación de la violencia de género.​[55] 

La CEDAW, la Convención de Belém do Pará y el Convenio de Estambul sientan las bases del enfoque de derechos humanos y obligan a los Estados a adoptar medidas legislativas, administrativas y judiciales eficaces.​[56] En Colombia, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que la protección de la mujer víctima de violencia es un deber constitucional derivado del principio de igualdad material y del mandato de erradicación de todas las formas de discriminación.​[57]

El enfoque de género en el derecho implica el reconocimiento explícito de las desigualdades históricas y la incorporación de mecanismos de acción afirmativa, protección especial y reparación transformadora.​[58] No se trata únicamente de garantizar el acceso a la justicia, sino de asegurar la efectividad de los derechos mediante políticas públicas articuladas, formación de operadores jurídicos y participación activa de las víctimas en los procesos judiciales.​[59]

2.6 Eficacia instrumental del Derecho

La eficacia instrumental del derecho se define como la capacidad de las normas para producir los efectos deseados en la realidad social, en particular, la prevención y erradicación de la violencia de género.​[60] La experiencia comparada y la literatura empírica han mostrado que, si bien las leyes son indispensables, su sola existencia no garantiza la protección efectiva si no se acompañan de políticas públicas sostenidas, recursos suficientes, formación especializada y mecanismos de evaluación continua.​[61]

La brecha entre el deber ser y el ser, entre la ley escrita y la realidad, constituye uno de los principales desafíos de la justicia penal contemporánea. El análisis de la eficacia del derecho exige, por tanto, un enfoque crítico y multidimensional, atento a las condiciones sociales, económicas y culturales que condicionan su aplicación.​[62]

2.7 Relación entre teoría y práctica. Contexto sociocultural

La violencia de género se manifiesta de manera diversa según el contexto sociocultural, económico y territorial. En regiones como el Chocó, donde confluyen altos índices de pobreza, discriminación étnica y aislamiento geográfico, la eficacia del derecho penal se ve especialmente limitada.​[63] Los estudios de caso y las investigaciones empíricas demuestran que las mujeres afrocolombianas e indígenas enfrentan obstáculos adicionales para acceder a la justicia, lo que exige políticas diferenciadas y enfoques interseccionales en la formulación e implementación de la ley.​[64]

La relación entre teoría y práctica se revela, así, como un espacio de tensiones, contradicciones y desafíos permanentes para el garantismo penal y la justicia de género en Colombia.​[65]
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3.1 Raíces estructurales y jurídicas de la violencia de género en Colombia

La violencia de género encuentra su origen en el entramado histórico y cultural del patriarcado, cuyas lógicas de dominación han relegado a la mujer a roles subordinados y han consolidado desigualdades persistentes en la estructura social colombiana. La Constitución Política de 1991, al consagrar la igualdad de género como principio fundante (artículo 13) y al incorporar la protección frente a toda forma de discriminación, supuso un punto de inflexión normativo en la historia del país.​[66] 

Esta transformación fue reforzada por la ratificación de instrumentos internacionales como la Convención de Belém do Pará a través de la Ley 248 de 1995, constituyendo un compromiso estatal robusto para la erradicación de la violencia contra las mujeres.​[67] No obstante, la eficacia de estas garantías normativas ha sido limitada por la persistencia de barreras culturales e institucionales que impiden la aplicación práctica y efectiva del derecho.​[68] 

El Observatorio de Feminicidios de Colombia reportó 614 feminicidios en el año 2022, una cifra que, lejos de reducirse, visibiliza la magnitud de un fenómeno cuya raíz es estructural y que, en no pocas ocasiones, permanece invisibilizado en ámbitos familiares, comunitarios e institucionales.​[69]

En este contexto, la Corte Constitucional —mediante la Sentencia T-878 de 2014— ha sostenido que la violencia de género no puede abordarse únicamente desde el ámbito punitivo, sino que exige un enfoque transformador que reconozca y combata las relaciones de poder desiguales entre hombres y mujeres. Como señala la Corte, “la violencia de género es una manifestación de las desigualdades históricas que han configurado la sociedad y que continúan reproduciéndose en la actualidad”.​[70] 

Esta visión encuentra eco en la teoría de la justicia de género desarrollada por Nussbaum (2000), quien sostiene que el derecho no debe limitarse a la sanción, sino asumir un rol proactivo en la transformación de las condiciones estructurales que generan y perpetúan la violencia.​[71]

La Constitución de 1991, en su artículo 13, establece que el Estado “promueve las condiciones para que la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres sea efectiva y para que se elimine toda forma de discriminación”. 

Además, el artículo 42 refuerza la protección, estipulando que “cualquier forma de violencia en la familia será sancionada conforme a la ley”, lo que representa una ruptura con la tradición normativa previa y fortalece la promoción de la igualdad de género en el ordenamiento jurídico nacional.​[72] Por su parte, la Convención de Belém do Pará obliga al Estado a adoptar políticas integrales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, proporcionando una base internacional sólida para el diseño de las políticas nacionales.​[73]

No obstante, la distancia entre norma y realidad es aún considerable. La desconexión entre la letra de la ley y su implementación efectiva se explica por factores culturales —machismo, naturalización de la violencia, estereotipos de género— y por la insuficiencia de recursos institucionales. Según la Defensoría del Pueblo (2024), el 65% de las comisarías de familia en Colombia carecen de personal especializado para la atención de casos de violencia de género, lo que limita la capacidad de respuesta estatal y contribuye a la perpetuación de la impunidad.​[74]

Así las cosas, la verdadera eficacia de las normas no se mide únicamente por su promulgación, sino por la capacidad del Estado de garantizar su cumplimiento mediante la asignación adecuada de recursos, la formación continua de los operadores jurídicos y la instauración de mecanismos de supervisión efectivos.​[75] 

Casos paradigmáticos como el de Yuliana Samboní, donde la negligencia judicial permitió la persistencia de la impunidad, son un recordatorio trágico de las falencias del sistema y de la necesidad de una reforma profunda que trascienda el plano normativo.​[76]

3.2. Factores sociales y culturales

El análisis de los factores sociales y culturales revela la magnitud de los obstáculos que enfrenta la erradicación de la violencia de género en Colombia. Diversos estudios sostienen que los estereotipos de género, las creencias tradicionales y las expectativas sociales contribuyen de manera directa a la naturalización de la violencia, legitimando prácticas que perpetúan la subordinación femenina y dificultan la implementación efectiva de las políticas públicas.​[77]

En este sentido, investigaciones señalan que “los estereotipos de género y las expectativas culturales sobre los roles de las mujeres contribuyen directamente a la naturalización de la violencia y dificultan la implementación efectiva de políticas públicas” (Díaz, 2019, p. 45), una afirmación respaldada por Connell (2005), quien identifica el machismo y la hegemonía masculina como elementos transversales en la cultura latinoamericana y, en particular, en el contexto colombiano.​[78]

Las consecuencias de esta realidad se evidencian en la disparidad de experiencias entre mujeres urbanas y rurales. Un estudio reciente del Observatorio de Género de la Universidad Nacional de Colombia (2020) destaca que el 60% de las mujeres en zonas rurales han sufrido alguna forma de violencia de género, frente al 45% en áreas urbanas, evidenciando la importancia de abordar las diferencias regionales, culturales y económicas al diseñar intervenciones y políticas públicas.​[79]

La interseccionalidad, propuesta teóricamente por Kimberlé Crenshaw, cobra relevancia particular en el contexto colombiano. Mujeres que pertenecen a grupos étnicos minoritarios, indígenas, afrodescendientes o que viven en condiciones de pobreza enfrentan formas más agudas y sistemáticas de violencia, fenómeno documentado por la Defensoría del Pueblo en su informe de 2024, donde se señala que la violencia contra mujeres indígenas y afrodescendientes persiste con altos niveles de impunidad y precariedad institucional.​[80]

De ahí que la investigación concluya que la lucha contra la violencia de género exige el reconocimiento explícito de las diferencias sociales y culturales, así como la adopción de campañas de sensibilización y programas de educación en igualdad de género adaptados a los contextos locales. Solo de esta manera podrán superarse las resistencias históricas y transformarse los imaginarios colectivos que perpetúan la discriminación y la violencia.​[81] Casos emblemáticos como el de Yuliana Samboní, ocurrido en un contexto de vulnerabilidad socioeconómica y cultural, ilustran la urgencia de un cambio profundo en las estructuras y mentalidades sociales.​[82]

3.3 Antecedentes históricos y conceptuales de la violencia de género

La violencia de género, en su acepción más amplia, constituye una manifestación histórica de las desigualdades de poder profundamente arraigadas en las sociedades patriarcales, donde la subordinación de las mujeres ha sido legitimada y reproducida a través de normas, costumbres y prácticas institucionales.​[83] 

En el caso colombiano, esta problemática se remonta a los tiempos de la colonización, cuando las estructuras patriarcales europeas impusieron modelos sociales y jurídicos que relegaron a las mujeres al ámbito doméstico, restringiendo su acceso a la educación, la propiedad y la participación pública.​[84]

Si bien los procesos de independencia y modernización trajeron ciertos avances en el reconocimiento formal de los derechos de las mujeres, la discriminación y la violencia persistieron como constantes históricas, adaptándose a las nuevas formas de organización social y política. La violencia sexual durante el conflicto armado interno constituye un ejemplo paradigmático de la instrumentalización de la violencia contra las mujeres como estrategia de terror y control social, una realidad documentada de manera exhaustiva por el Grupo de Memoria Histórica de Colombia (2013).​[85]

En la actualidad, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) enfatiza la necesidad de considerar los factores individuales —género, etnia, clase— como elementos determinantes en la experiencia de la violencia y la discriminación, recomendando políticas públicas diferenciadas que reconozcan la especificidad de cada contexto.​[86] Este enfoque introduce el concepto de "discriminación positiva" o acciones afirmativas, justificando la adopción de medidas especiales para la protección de los grupos históricamente vulnerables, como las mujeres, frente a formas estructurales de abuso y violencia.​[87]

Como ha señalado Rico (1996), la violencia de género no es únicamente un fenómeno legal o social, sino una problemática multidimensional que está profundamente enraizada en la historia y la cultura de la sociedad colombiana.​[88] Cualquier estrategia de combate debe, por tanto, ser integral y abarcar dimensiones legales, sociales, culturales y económicas, priorizando intervenciones en comunidades donde la vulnerabilidad es mayor y donde la respuesta institucional ha sido históricamente insuficiente.​[89]

Casos emblemáticos como el de Yuliana Samboní evidencian la urgencia de enfoques multidisciplinarios y la necesidad de una articulación eficaz entre las políticas públicas, el sistema de justicia y la transformación de las prácticas y mentalidades sociales.​[90] El análisis histórico, así, constituye un fundamento indispensable para comprender la complejidad de la violencia de género y para diseñar respuestas normativas y sociales verdaderamente transformadoras.​[91]

3.4 Criminología crítica y feminismo jurídico como base teórica

El análisis de la violencia de género desde la perspectiva de la criminología crítica y el feminismo jurídico permite desentrañar las limitaciones del derecho penal tradicional y los riesgos de reproducir dinámicas de poder que refuerzan la subordinación de las mujeres. La criminología crítica, según Baratta (1986), parte de la premisa de que el sistema de justicia penal no es completamente neutral ni ajeno a los intereses sociales dominantes, sino que, en muchos casos, opera como un mecanismo de legitimación de la violencia estructural ejercida contra los sectores más vulnerables, entre ellos las mujeres.​[92]

Este enfoque invita a cuestionar la eficacia real de los métodos punitivos tradicionales y a explorar alternativas que aborden las causas sociales, culturales y económicas de la violencia de género. Autores como Alejandro Álvarez (2010) han sostenido que la criminalización excesiva, si no va acompañada de reformas estructurales y de una transformación profunda en los imaginarios sociales, puede ser insuficiente para erradicar el fenómeno, e incluso contraproducente.​[93] De ahí la necesidad de considerar estrategias restaurativas y multidisciplinarias, que prioricen la prevención, la reparación integral y la participación activa de las víctimas en la construcción de soluciones.​[94]

Desde el feminismo jurídico, se sostiene que el sistema legal, lejos de ser imparcial, ha sido históricamente un instrumento de reproducción de la desigualdad y de invisibilización de la violencia contra las mujeres. Catharine MacKinnon (1989) ha argumentado que las normas jurídicas, al pretender una neutralidad formal, terminan por validar indirectamente la subordinación femenina y perpetuar el status quo patriarcal.​[95] Esta visión crítica demanda una reinterpretación y resignificación de las normas, a fin de garantizar el respeto efectivo de la equidad de género y promover una justicia sensible a las experiencias y necesidades de las mujeres.​[96]

Alda Facio (2001) y Susan Moller Okin (1989), desde distintas corrientes del feminismo jurídico, han destacado la importancia de revisar el contenido de las leyes familiares y civiles, identificando y corrigiendo aquellos dispositivos normativos que consagran, de manera explícita o implícita, la discriminación de género en el ámbito doméstico y social.​[97] Así, se propugna por un derecho que sea capaz de reconocer las desigualdades materiales y de adoptar medidas de acción afirmativa, ajustando el marco normativo a la realidad de las mujeres y no a una abstracción androcéntrica.​[98]

En suma, la integración de las perspectivas críticas y feministas resulta indispensable para desarrollar políticas públicas y estrategias normativas realmente efectivas. Ello implica transformar no solo las leyes, sino también su aplicación, supervisión y control, asegurando que los avances legislativos se traduzcan en cambios tangibles para las mujeres, en especial en contextos donde la negligencia judicial ha perpetuado la impunidad, como ilustra el caso Yuliana Samboní.​[99]

3.5 Teoría de la justicia de género y su aplicación en el derecho

La teoría de la justicia de género constituye un marco analítico esencial para comprender y transformar las relaciones desiguales que subyacen a la violencia contra las mujeres. Martha Nussbaum (2000), desde el enfoque de las capacidades, argumenta que una justicia auténtica no puede limitarse a la igualdad formal, sino que debe comprometerse con la remoción activa de las desventajas históricas y estructurales que afectan a las mujeres.​[100] 

En el mismo sentido, Nancy Fraser (2009) plantea que la redistribución de recursos debe ir acompañada de un reconocimiento efectivo de las identidades y experiencias diferenciadas, a fin de garantizar la igualdad sustantiva en el acceso y ejercicio de los derechos.​[101]

La validez de políticas de “discriminación positiva” o acciones afirmativas se apoya precisamente en este paradigma: solo mediante la adopción de medidas compensatorias y correctivas es posible contrarrestar siglos de discriminación y marginación. Amartya Sen (1999) sostiene que la justicia de género exige el desarrollo de las capacidades efectivas de las mujeres para que puedan ejercer, en condiciones de libertad real, sus derechos fundamentales y su participación plena en la vida social, económica y política.​[102]

Desde esta perspectiva, el sistema jurídico colombiano está llamado no solo a crear normas progresistas, sino a garantizar su implementación efectiva y a evaluar de manera constante su impacto en la vida de las mujeres. La mera existencia de leyes avanzadas resulta insuficiente si no se acompaña de políticas públicas, presupuesto, formación de operadores y mecanismos de vigilancia que aseguren su eficacia en el territorio.​[103] Así lo subraya Charlesworth y Chinkin (2000), al abogar por la transversalización del enfoque de género en el derecho internacional y en las políticas nacionales, de manera que la igualdad formal se traduzca en igualdad sustantiva y material.​[104]

La aplicación de la teoría de la justicia de género en Colombia implica, por tanto, la transformación de las instituciones, la eliminación de las barreras estructurales y la adopción de una supervisión activa que garantice cambios reales y sostenibles. Esto resulta particularmente relevante en comunidades marginadas y rurales, donde la vulnerabilidad de las mujeres es más acentuada y donde los casos de violencia suelen enfrentarse a mayores obstáculos institucionales y sociales.​[105]

En síntesis, la justicia de género no es un mero ideal teórico, sino un imperativo ético, jurídico y político para cualquier sociedad democrática. El Estado colombiano, conforme a la jurisprudencia constitucional y a los tratados internacionales ratificados, tiene la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que las mujeres accedan de manera equitativa y adecuada a la justicia, y que las políticas públicas sean diseñadas y ejecutadas desde una perspectiva de género transformadora.​[106]

3.6 Evolución normativa y políticas de protección a las mujeres en Colombia

La protección de los derechos de las mujeres en Colombia ha experimentado una evolución sustancial, especialmente a partir de la promulgación de la Constitución Política de 1991. Este texto constitucional no solo consagró la igualdad de género como principio fundamental (artículos 13 y 43), sino que también incorporó el mandato de sancionar toda forma de violencia en el seno de la familia (artículo 42), sentando las bases para una transformación legislativa y política de alcance estructural.​[107]

En el periodo previo a la Constitución de 1991, la violencia intrafamiliar y la violencia de género carecían de reconocimiento autónomo en el marco legal colombiano, lo que limitaba gravemente las posibilidades de protección y acceso a la justicia para las mujeres. Como han destacado Gómez, Murad y Calderón (2013), la ausencia de tipificación específica y la falta de un enfoque diferenciado perpetuaban la impunidad y naturalizaban la violencia doméstica en el ámbito social y jurídico.​[108]

El avance más significativo en materia legislativa se produjo con la expedición de la Ley 1257 de 2008, considerada el pilar normativo del sistema de protección de las mujeres en Colombia. Esta ley establece medidas de sensibilización, prevención y sanción de todas las formas de violencia y discriminación contra las mujeres, al articular un enfoque diferencial y de género en las políticas públicas y en la administración de justicia.​[109] 

Entre sus aportes se destacan la creación de rutas de atención integral, el fortalecimiento de las comisarías de familia y la obligatoriedad de campañas de sensibilización dirigidas a transformar los imaginarios colectivos que sustentan la discriminación y la violencia.​[110]

Sin embargo, la eficacia de la Ley 1257 de 2008 ha sido limitada por la persistencia de discursos y prácticas sociales que legitiman la violencia de género, así como por la falta de recursos y de formación especializada de los operadores institucionales. El Observatorio de Violencia contra las Mujeres (2022) ha documentado que, a pesar de la existencia de este marco normativo, los índices de violencia se mantienen elevados y la impunidad sigue siendo un desafío central para el Estado colombiano.​[111]

Estos hallazgos sugieren que la promulgación de normas avanzadas, si bien necesaria, no es suficiente para garantizar la protección efectiva de las mujeres. Es imperativo que el Estado no solo legisle, sino que asegure la implementación y el cumplimiento de las leyes mediante la asignación adecuada de recursos, la capacitación permanente del personal y la supervisión constante de la eficiencia de las políticas, especialmente en zonas rurales y marginadas donde el acceso a la justicia es más limitado.​[112]

Casos paradigmáticos, como el de Yuliana Samboní, han puesto de manifiesto las brechas entre la normatividad y su aplicación en la realidad, subrayando la importancia de fortalecer la capacidad institucional y de promover una cultura de respeto y protección efectiva de los derechos de las mujeres.​[113]
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brecha entre el marco legal'y la realidad de
las victimas, sino también el impacto y los
desafios que suponen la inteligencia
artificial y las tecnologias emergentes para
la  proteccion ~de los  derechos
fundamentales.

Con un enfoque comparado —que analiza
los avances y desafios en Colombia,
Espafia, Perti, México y Argentina— el
autor examina como las normas, las
politicas  publicas vy las  soluciones
tecnolégicas pueden contribuir, o fallar, en
la prevenciéon y erradicacion de la
violencia contra las mujeres. La obra
incorpora estudios de caso, testimonios,
andlisis doctrinal y jurisprudencial, asi
como una reflexién profunda sobre los
sesgos  algoritmicos y los retos éticos del
uso de IA en el sistema judicial.

Dirigido a juristas,  investigadores,
servidores  ptiblicos,  tecnélogos -y
defensores de derechos humanos, este
libro es un llamado urgente a cerrar la
brecha entre la ley y la vida, a transformar
la justicia penal en un instrumento real de
dignidad y proteccién para quienes mas lo
necesitan.
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